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OPINIÓN N.° 054-2006/GNP

Entidad: 
Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP)

Asunto:
Registro Nacional de Proveedores (RNP)

Referencia:
Carta de fecha 18 de mayo de 2006

1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, la apoderada legal de la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP) realiza dos consultas relacionadas con la posibilidad de inscribir a una asociación privada sin fines de lucro en el Registro Nacional de Proveedores (RNP).
2. 
CONSULTA

La PUCP consulta lo siguiente:
a) 
Cuando el Reglamento del Registro Nacional de Proveedores, aprobado por Resolución N.º 191-2006-CONSUCODE/PRE, de fecha 28 de abril de 2006, en sus artículos 15º, inciso 1) y 18º, inciso 1), señala quiénes son las personas jurídicas (proveedores de bienes y de servicios) que pueden acceder a inscribirse en dicho registro, si incluye o no a las personas jurídicas sin fines de lucro, tales como las Universidades constituidas al amparo de la Ley Universitaria, Ley N.º 23733, o si incluye exclusivamente a las sociedades constituidas al amparo de la Ley General de Sociedades.

b) 
Cuando el punto 2) de la Directiva N.º 007-2006-CONSUCODE/PRE, aprobada por Resolución N.º 184-2006-CONSUCODE/PRE, de fecha 21 de abril de 2006, al referirse al procedimiento de inscripción en el Registro Nacional de Proveedores señala que “…los proveedores interesados en inscribirse en el RNP deberán realizar el pago en efectivo de la tasa correspondiente, fijada en función al volumen de ventas anuales brutas, conforme a los rangos establecidos en el TUPA de CONSUCODE…”, no prevé la forma de pago de las personas jurídicas no lucrativas, por lo que debería entenderse que éstas, en caso de ser procedente su inscripción, deberán pagar la tasa más baja.
3.
ANÁLISIS
3.1. Según se precisa en el artículo 8º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en lo sucesivo la Ley, para ser postor en un proceso de selección se requiere estar inscrito en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) y no estar sancionado ni impedido para contratar con el Estado.
El RNP se reguló primero por medio de la Resolución N.º 169-2005-CONSUCODE/PRE, de fecha 29.05.05; sin embargo, esta norma fue derogada por el artículo 3º de la Resolución N.º 191-2006-CONSUCODE/PRE, de fecha 08.05.06, que aprobó la nueva regulación del RNP.
Posteriormente, con fecha 18.05.06, se publicó el Decreto Supremo N.º 063-2006-EF, que modificó el Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en lo sucesivo el Reglamento. El artículo 2º de este Decreto Supremo dispuso la incorporación en el Reglamento de disposiciones sobre el RNP, en tanto que su artículo 5º dispuso la derogatoria de la Resolución N.º 191-2006-CONSUCODE/PRE.
En esa medida, la Resolución N.º 191-2006-CONSUCODE/PRE, cuyas disposiciones son materia de consulta, actualmente no se encuentra vigente; por lo que las exigencias, requisitos y condiciones establecidas en dicho dispositivo no podrían hacerse extensivas a los procedimientos administrativos que con posterioridad al Decreto Supremo Nº 063-2006-EF inicien los proveedores para obtener su inscripción en el RNP. Así, no resulta pertinente pronunciarse sobre las exigencias establecidas en el artículo 15º, inciso 1), y en el artículo 18º, inciso 1), del derogado Reglamento del RNP. 
Sin embargo, atendiendo al tema de fondo consultado, haremos referencia a las normas que actualmente regulan la materia contenida en los derogados artículos.
3.2. El artículo 2º del Decreto Supremo N.º 063-2006-EF incorpora en el Título II, Capítulo II del Reglamento, a partir del artículo 7º, los subcapítulos I, II, III, IV y V y los artículos del 7.1 al 7.30, dispositivos que tienen por finalidad reglamentar la organización, funcionamiento y operación del RNP.


Precisamente, el artículo 7.9 —equivalente a los artículos 15º, inciso 1), y 18º, inciso 1), del derogado Reglamento del RNP, aprobado por Resolución N.º 191-2006-CONSUCODE/PRE— establece los requisitos que deberán cumplir todas aquellas personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deseen inscribirse en los Capítulos de Proveedores de Bienes y de Servicios para participar en procesos de selección y contratar con el Estado la adquisición y suministro de bienes, la prestación de servicios en general y de consultoría distinta de la de obras. Nótese que las citadas exigencias se hacen extensivas cuando una persona pretende participar individualmente o en consorcio en un proceso de selección, o es subcontratista de una empresa contratista del Estado.

El citado dispositivo establece las siguientes exigencias para los proveedores:
1) Estar legalmente capacitadas para contratar.

2) Tener organización suficiente.

En lo que respecta al primero de los requisitos mencionados, las personas naturales deben encontrarse en pleno ejercicio de sus derechos civiles, y las personas jurídicas nacionales deben haber sido constituidas como sociedades mercantiles al amparo de la Ley General de Sociedades y normas complementarias, o como empresas individuales de responsabilidad limitada (E.I.R.L.). Las personas jurídicas extranjeras deben haber sido constituidas de conformidad con la legislación de la materia de su lugar de origen.

Según se observa del primer requisito mencionado, y en lo que compete a la inscripción de las personas jurídicas, la norma exige que éstas se encuentren previamente constituidas como sociedades mercantiles al amparo de la Ley General de Sociedades —Ley N.º 26887—, es decir, como Sociedades Anónimas, Sociedades Colectivas, Sociedades en Comandita, Sociedades Comerciales de Responsabilidad Limitada o Sociedades Civiles. De igual forma, el requisito se cumple cuando la persona que solicita su acceso al registro se encuentra constituida como empresa individual de responsabilidad limitada (E.I.R.L.), según las normas establecidas en el Decreto Ley N.º 21621.
En buena cuenta, el artículo 7.1 del Reglamento sólo posibilita que las personas jurídicas se inscriban cuando realizan actividades empresariales; tal es el caso de las personas jurídicas con fines de lucro. 
De lo señalado se infiere que, debido al marco legal vigente, aquellas personas jurídicas que no adopten alguna de las formas societarias establecidas en la Ley N.º 26887 o que no se hayan constituido como E.I.R.L., no podrán inscribirse en el RNP. Tal es el caso, por ejemplo, de las personas jurídicas sin fines de lucro —Asociación, Fundación y Comité—, cuya existencia, capacidad, régimen, derechos, obligaciones y fines se regulan por el Código Civil.

3.3. Mediante Resolución N.º 184-2006-CONSUCODE/PRE de fecha 27.04.06 se aprobó la Directiva N.º 007-2006-CONSUCODE/PRE, “Procedimiento y Plazos para la Inscripción de los Proveedores de Bienes y/o de Servicios en el Registro Nacional de Proveedores (RNP)”, en cuyo numeral 2 del Capítulo V, Lineamientos, se establece que los proveedores interesados en inscribirse en el RNP deben realizar el pago en efectivo de la tasa correspondiente, fijada en función al volumen de ventas anuales brutas conforme a los rangos establecidos en el Texto Único de Procedimientos Administrativos
 (TUPA) de CONSUCODE.   

Sobre el particular, los parámetros adoptados para fijar el monto de la tasa se encuentran relacionados a la naturaleza de las personas que están habilitadas para registrarse, de tal forma que sólo las personas naturales que realizan actividades empresariales, las sociedades o las E.I.R.L. pueden determinar el monto de la tasa a pagar por concepto de inscripción, dado que son éstas las que poseen ventas anuales.


En concordancia con lo expuesto, el TUPA de CONSUCODE no ha establecido el monto de la tasa que deben pagar las personas jurídicas sin fines de lucro, ya que su inscripción no ha sido prevista en la reglamentación del Registro. 

3.4. Finalmente, debe precisarse que el Reglamento —incluidas las modificaciones practicadas mediante Decreto Supremo N.º 063-2006-EF— constituye una norma de orden público y, por lo tanto, de cumplimiento obligatorio; por lo que, mientras no se enerve su validez, vigencia o aplicabilidad mediante las vías o recursos que el ordenamiento jurídico prevé, no puede establecerse lineamientos en contrario. 

4. CONCLUSIONES
4.1. Debido al marco legal vigente, aquellas personas jurídicas que no adopten alguna de las formas societarias establecidas en la Ley N.º 26887 o que se hayan constituido como E.I.R.L. no podrán inscribirse en el Registro Nacional de Proveedores. Tal es el caso, por ejemplo, de las personas jurídicas sin fines de lucro —Asociación, Fundación y Comité—, cuya existencia, capacidad, régimen, derechos, obligaciones y fines se regula por el Código Civil.
4.2. Dado que no procede la inscripción de las personas jurídicas sin fines de lucro en el Registro Nacional de Proveedores, las disposiciones referidas al trámite de inscripción no han previsto para aquéllas el pago de tasa por concepto de dicha inscripción.
4.3. Precísese que el Reglamento —incluidas las modificaciones practicadas mediante Decreto Supremo N.º 063-2006-EF— constituye una norma de orden público y, por lo tanto, de cumplimiento obligatorio para las Entidades del Sector Público así como para los administrados, por lo que, mientras no se enerve su validez, vigencia o aplicabilidad mediante las vías o recursos que el ordenamiento jurídico prevé, no cabe que este Consejo Superior establezca lineamiento contrario a lo establecido en dicha normativa. 
Jesús María, 23 de junio de 2006.

VVS/.

� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.


� Aprobado por Decreto Supremo N. º 043-2006-EF de fecha 14.04.06. El Procedimiento N.º 33 del TUPA de CONSUCODE establece los rangos que deben considerar los proveedores para el pago de la tasa por concepto de inscripción. 





